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EL PRINCIPIO DE LA AUTORIDAD PÚBLICA EN LA CPR
La CPR emplea la voz autoridad en un sentido sustancial o material y en un sentido subjetivo u orgánico.

En un sentido sustancial lo hace en el artículo 7°, inciso 2°, al decir que “ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes”.

En efecto, en este artículo la Carta Constitucional asimila las voces “autoridad” y “derechos” a titularidad de un poder subjetivo radicado en un sujeto jurídico autorizado para actuar en un asunto determinado, clasificando y distinguiendo así un poder jurídico subordinador del destinatario del acto –la autoridad- y un poder jurídico habilitante  relaciones jurídicas –derechos-, esto es, distinguiendo entre magistraturas y personas o reunión de personas, las primeras habilitadas para ejercer autoridad, las segundas reconocidas para ejercer derechos subjetivos.

En un sentido subjetivo u orgánico, la Carta Fundamental emplea la voz autoridad en el artículo 5°, inciso 1°, al prescribir que “La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece”.

En este caso, la expresión “autoridades” esta empleada como sinónimo de magistraturas, esto es, de personas  naturales que ocupan un cargo público jurídicamente relevante en cuanto  permite adoptar decisiones frente a la sociedad, expresión esta última que es la de que se vale con el mismo objeto el artículo 7° inciso 2°.

Tanto las autoridades desde el punto de vista orgánico, como las magistraturas, configuran para la CP los titulares de los órganos administrativos a que se refieren el artículo  6°, inciso 2°, distinguiéndolos de los integrantes, que son los funcionarios directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, los cinco órdenes de empleados que consulta el Estatuto Administrativo.
De esta manera, son las autoridades, las magistraturas, los titulares de los órganos del Estado quienes están constitucionalmente llamados a ejercer la soberanía del Estado, la summa potestas de la nación y en cuya virtud se encuentran autorizadas en virtud del artículo 5°, inciso 1°, para ejercer el   poder de dominación y mando al que aludieran DUIGUIT y CARRÉ DE MALBERG al caracterizar la acción del Estado, y que la doctrina especifica con el nombre de potestades o prerrogativas públicas.

Desde un punto de vista natural y obvio, la Contraloría General de la República ha concluido, en el dictamen Nº  45.537, de 1980, que al no existir una definición legal de  autoridad en el campo del Derecho Administrativo correspondía acudir al Diccionario de la Real Academia Española, para el cuál, la voz autoridad significa, entre otras acepciones, “carácter o representación de una persona por su empleo, mérito o nacimiento” y “persona revestida de algún poder, mando o magistratura”.
DESARROLLO DEL PRINCIPIO DE AUTORIDAD PÚBLICA 
Aplicando las ideas desarrolladas precedentemente, puede afirmarse que las organizaciones administrativas actúan por medio de sus autoridades en sentido orgánico, en cuanto ellas son las llamadas a expresar la voluntad del respectivo órgano administrativo.
En efecto, dentro del sistema administrativo no cualquier funcionario o empleado puede decidir por la organización a que pertenece, pues sólo se encuentran facultados para actuar en nombre de la organización y expresar válidamente su voluntad administrativa  los “titulares” de los órganos del Estado, sus autoridades.
Son autoridades, para la CPR,  el P de la R, los ministros de Estado, los subsecretarios, 
intendentes, gobernadores y alcaldes, además de aquellos mencionados en forma directa y especial, como el Contralor General de la República, por ejemplo.

Conforme a la ley, son autoridades los secretarios regionales ministeriales y los jefes superiores de los servicios públicos. Así la LOCGAR regula a los SEREMI, en tanto el artículo 31 de la LOCBGAE define al jefe superior de servicio y determina sus funciones. 


El jefe superior de servicio es el funcionario de más alta jerarquía dentro del respectivo organismo t sus facultades son dirigirlo, organizarlo, administrarlo, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos. 

LOCBGAE, artículo 31, incisos 1º y 2º. Los servicios públicos estarán a cargo de un jefe superior denominado Director, quien será el funcionario de más alta jerarquía dentro del respectivo organismo...

A los jefes de servicio les corresponderá dirigir, organizar y administrar el correspondiente servicio; controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos; responder de su gestión, y desempeñar las demás funciones que la ley les asigne.

 Si el servicio tiene personalidad jurídica, el jefe superior es, asimismo, su representante legal (LOCBGAE, art. 36); si carece de personalidad jurídica, por tratarse de un servicio centralizado, su representante es el P de la R en materia extracontractual, y el Presidente del Consejo de Defensa del Estado o los Procuradores Fiscales de este Consejo en regiones, a menos que el Presidente de la República le delegue a su jefe superiror, en forma específica o genérica, la representación del Fisco (LOCBGAE, artículo 35). 

Estos personeros públicos son autoridades por mandato directo de la Constitución o de la ley.


Pero también se puede investir la calidad de autoridad por la vía de la desconcentración y de la delegación. 


La desconcentración está postulada como principio administrativo en el artículo 3° dela LOCBGAE y en el artículo 33 de la LOCBGAE, que la conciben como la radicación de atribuciones legales en un funcionario subordinado a un superior dentro de la respectiva organización administrativa. El término desconcentrar parte del supuesto de existír en la Administración una natural concentración de atribuciones en el jefe superior de la misma, implicando que la ley, en estos caso, rompe ese principio, extendiendo a otros funcionarios, que no son esa jefatura, el poder de decisión que tiene el servicio sobre los asuntos de su competencia. 

La delegación, a su vez, es una modalidad de actuación administración que consiste en el traspaso o transferencia de atribuciones específicas que un superior hace a un empleado de su dependencia.  La delegación de atribuciones o de competencia  se halla regulada en el artículo 41 de la LOCBGAE, que la norma detalladamente en las cinco letras que componen ese artículo.


El Estatuto Administrativo considera a la delegación de atribuciones como una excepción a la regla general de ejercicio de los cargos públicos, pues exige que éstos se desempeñen personalmente (artículo 61, a)).
1. Concepto de autoridad

Como se ha manifestado, la Constitución utiliza la voz autoridad en dos sentidos. En su significado funcional la concibe como el ejercicio de un poder jurídico radicado en una persona natural que ejerce legítimamente un cargo público (artículo 7°, incisos 1° y 2°) 

Desde este punto de vista, la autoridad puede definirse como el ejercicio legítimo de una competencia finalizada, expresada en la forma que prescriban la Constitución y las leyes.


Esta competencia finalizada será administrativa, en tanto y en cuanto se ejerza por un órgano administrativo, siendo órgano administrativo todo aquel que pertenezca a la Administración Pública, definida como tal en el artículo 1º inciso 2º de la LOCBGAE. 


Por lo tanto, se está en presencia de una autoridad administrativa en sentido subjetivo, si se quiere, ante un funcionario facultado para expresar válidamente voluntad pública administrativa, cuando el acto o contrato de que se trata es suscrito por el titular de uno de los órganos allí mencionados, por un funcionario que ejerce atribuciones desconcentradas o por uno de sus subordinados actuando por la vía de la delegación de atribuciones.
2. Elementos de la autoridad 

Según lo dicho, la autoridad pública consiste en  el ejercicio legítimo de una competencia finalizada, expresada en la forma prescrita por la Constitución y las leyes.

Sus elementos, entonces, son cuatro: legitimidad, competencia,  fin y forma.

Legitimidad. La legitimidad es la cualidad que habilita para actuar en nombre de la sociedad toda. 

Es el reconocimiento de una superioridad jurídica que se manifiesta en la facultad de  mandar, de obligar a terceros por disposición unilateral. Esta facultad, en el ámbito del Derecho Público, se llama potestad o prerrogativa pública. 


La  autoridad, para ser legítima, requiere investidura regular, previa al acto que se dicte o al contrato que se celebre. Así lo esablece el artículo 7º, inciso 1º, de la CPR. 
.

La investidura puede provenir de dos fuentes: la elección o el nombramiento.  

En la Administración Pública solamente se eligen los Concejales y Alcaldes (por votación directa), los miembros del Consejo Regional (por votación indirecta), y el Presidente de la República, por sufragio universal. Todas los demás magistraturas son designadas o nombradas por la autoridad competente. 
La investidura de estas autoridades es regular cuando se ajusta a las normas que rigen la elección o el nombramiento. 
Ha de ser previa, o sea, poseerse con anterioridad al acto o contrato que se trata de dictar o celebrar. La investidura se posee desde el día en que se asume el cargo para el cual se fue elegido o designado. La asunción de funciones es un elemento de hecho y consiste en pasar a desempeñar efectivamente el cargo para el cual se ha sido elegido o designado. La jurisprudencia administrativa considera la asunción del cargo como un elemento esencial de perfeccionamiento de la relación jurídica en que consiste el desempeño público, desconociendo la calidad de funcionario a quién no ha asumido su empleo.
Por lo tanto, un acto o contrato, para ser válido, requiere ser suscrito por una autoridad elegida o designada conforme al procedimiento constitucional o legal consultado al efecto, que esta autoridad haya asumido las funciones para el cual fue elegida o nombrada y que su investidura regular se haya producido con anterioridad a su dictación o celebración del acto o contrato de que se trate.

Competencia. La competencia es el círculo de atribuciones reconocido a una autoridad por las Constitución o las leyes. 

Este círculo de potestades se ejerce en cuatro ámbitos: en el institucional, refiriéndose a las atribuciones que permiten dinamizar las funciones asignadas a cada institución; en el relativo a la materia, esto es, al campo de asuntos públicos delimitado como propio de esa entidad por el constituyente o el legislador; en el nivel de decisión al cual corresponda adoptar la determinación que interesa, elemento que toma el nombre de grado, y en el territorial, pues el país se divide en regiones, provincias y comunas, lo que hace que las atribuciones de la autoridad hayan de ejercerse dentro de esos límites ratione territorio. 

Las atribuciones. Desde el Estado constitucional de primera generación el Derecho chileno extrajo y mantiene el axioma de las duae sunt positiones que él consagró en el campo jurídico distinguiendo entre Derecho público y Derecho privado, cada uno de ellos regido por sus propias normas y principios.

El hombre, sujeto de la naturaleza y del mundo socio económico, tenía de por sí un protagonismo propio en las relaciones jurídicas, surgido de sus derechos subjetivos, expresivos de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre, proclamados por la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789.
El Estado, por el contrario, al igual que todas las demás organizaciones creadas por él,  no eran sino entidades artificiales, en tanto no humanas, instituidas para realizar determinadas actividades societarias, más allá de la sola actuación individual. Por lo mismo, estas organizaciones personificadas carecían de derechos subjetivos, de derechos naturales, sólo podían ejercer atribuciones,  o sea, las facultades que expresamente se le hubieran conferido, atribuido, por la Constitución o las leyes.
El elemento atribución de la competencia, siguiendo el diseño del Estado constitucional de primera generación, presenta un carácter dual: en un sentido, él habilita la realización de actividades propias del Estado, de actividades iure imperio o de autoridad; en otro, autoriza a la autoridad administrativa para ejecutar actos o celebrar contratos de Derecho privado, de actividades iure gestionis, regidas por el Derecho común. Por ello, las atribuciones suelen clasificarse en potestades y en derechos civiles, potestades, cuando se ejercen facultades iure imperio; derechos civiles, cuando estas atribuciones se refieren al campo iure gestionis.

Las potestades administrativas, por consiguiente, se refieren a las facultades de Derecho público que la Constitución o las leyes confían a un órgano administrativo permitiéndole dictar actos unilaterales e imperativos, de mando, supraordenadores del medio socioeconómico nacional.
Así lo expresa el artículo  6º de la LOCBGAE, al precisar las entidades que forman parte de la Administración del Estado y distinguirlas de las "que no formen parte de su Administración", estableciendo que las primeras están  llamadas a ejercer potestades administrativas en tanto que las segundas "no podrán, en caso alguno, ejercer potestades públicas".

Artículo 6º. El Estado podrá participar y tener representación en entidades que no formen parte de su Administración sólo en virtud de una ley que lo autorice, la que deberá ser de quórum calificado si esas entidades desarrollan actividades empresariales.

Las entidades a que se refiere el inciso anterior no podrán, en caso alguno, ejercer potestades públicas.

La jurisprudencia chilena ha reforzado esta caracterización de lo público. Así, la Corte de Apelaciones de Concepción, en los autos proteccionales caratulados "Alcalde de Concepción con Erco Maquinarias Ltda.", de 23 de mayo de 1994, sostuvo que "por Administración Pública debemos entender aquella que dice relación con los intereses generales de una determinada población"; su característica básica radica en que "el Administrador está dotado por la ley del poder de doblegar la resistencia de intereses particulares en aras de la satisfacción del interés general, traduciéndose tal poder en potestades que, en definitiva, significa que sus decisiones van a tener carácter obligatorio para quienes están dirigidas, pudiendo cumplirlas sin el consentimiento de los particulares y, más aún, con la oposición de éstos". 

Se trata, agregó, de "ciertas herramientas legales", como "la potestad de dictar determinadas resoluciones que tiendan al cumplimiento de su función" y "para hacer cumplir los reglamentos y resoluciones e incluso para establecer multas para los infractores, que se aplicarán en los casos y en la forma prescritos por la ley", distinguiendo, como puede advertirse, entre potestades resolutivas y potestades ejecutivas y sancionatorias.

La Contraloría General de la República, en su oficio circular Nº 80.102, de 1969, llegó a similar conclusión, al afirmar que la función pública no es otra cosa que "una asignación de poder legalmente regulado", que abarca diversos campos.

Las potestades administrativas, así, son poderes jurídicos imperativo-prohibitivos: asignaciones específicas de poder público que expresan el querer colectivo de la sociedad por medio de actos unilaterales de obligado acatamiento. 

Son el fundamento de los actos administrativos, de los decretos supremos y resoluciones: las declaraciones de voluntad emitidas por las autoridades administrativas.
Estas potestades pueden clasificarse atendiendo a su fuente jurídica, en constitucionales y legales; al tiempo de su ejercicio: de acción o de reacción; a su naturaleza: discrecionales o regladas, y a su contenido: en potestades imperativas, prohibitivas, normativas o decisorias, y punitivas, sea sancionadoras o disciplinarias.


Atendiendo a su fuente jurídica, pueden ser constitucionales o legales, pues tanto la Constitución como la ley asignan facultades a las autoridades. Particularmente, ha de tenerse presente al respecto el artículo 65 inciso 4º numeral 2º de la Ley Fundamental, conforme al cuál las “atribuciones” de los cargos públicos, al igual que los cargos mismos, sólo pueden nacer de ley de iniciativa del Presidente de la República.

Atendiendo al tiempo de ejercicio, las potestades pueden ser de acción o de reacción. Las potestades de acción permiten dictar un acto administrativo; las de reacción actuar sobre un acto ya dictado, para efectos de su modificación o su retiro, sea por razón de ilegalidad, ejerciendo la potestad invalidatoria, trayendo consigo la invalidación de un acto administrativo, o de mérito, esto es, por razones de conveniencia u oportunidad, ejerciendo la potestad revocatoria, que acarrea la revocación de un acto administrativo. . Así lo reconoció también el dictamen Nº 36.089, de 1988.

En tercer lugar, según su naturaleza, las potestades administrativas pueden ser discrecionales o regladas. Son discrecionales aquellas facultades o atribuciones de Derecho público que permiten a la autoridad apreciar el mérito del acto administrativo, esto es, su contenido (conveniencia) y su oportunidad (el tiempo) de dictación, como ocurre con los reglamentos autónomos. Son regladas, las facultades cuyo contenido y oportunidad se encuentran predeterminados por la ley: por ejemplo una remuneración o una pensión, cuyos requisitos se hallan predeterminados por el legislador, así como también su fecha de percepción.


Los actos administrativos son reconocidamente actos de carácter solemne, ya que jurídicamente constituyen instrumentos públicos. Se encuentran reglados en cuanto a su forma procedimiento y a su forma externalidad; asimismo, en cuanto a los motivos, esto es, a la existencia real de los supuestos de hecho que han de ser fundamentados, dejando al factor discrecionalidad sólo el campo del contenido y el tiempo de dictación.
En cuanto al contenido, las potestades, dijeron los dictámenes Nºs. 43.085, de 1976, y 72.049, de 1977, de la Contraloría General de la República, pueden ser de cuatro tipos:

-La potestad imperativa o de mando, sea en sentido positivo o negativo;
-La potestad normativa o reglamentaria;
-La potestad ejecutiva y 

-La potestad punitiva, tanto sancionadora –que se ejerce sobre los particulares-, como disciplinaria –que afecta a los funcionarios públicos-.  

 Explicitaron dichos dictámenes que por medio de la potestad imperativa o de mando las autoridades administrativas dictan "resoluciones de carácter particular que constituyen órdenes obligatorias para quienes van dirigidas"; en ejercicio de la potestad reglamentaria, "resoluciones obligatorias de carácter general y permanente", sea referidas al servicio, sea a los particulares; a través de la potestad ejecutiva, las autoridades administrativas hacen "cumplir los reglamentos y resoluciones en la forma prevista por la ley, incluso con el auxilio de la fuerza pública si lo estiman oportuno"; mediante la potestad sancionadora "pueden aplicar medidas disciplinarias a los funcionarios de su dependencia... y sanciones a los particulares en los casos que determine la ley" (dictamen Nº 72.049, de 1977).

La materia es el campo en que estas potestades están llamadas a ejercerse, según el organismo de que se trate. Este campo está determinado por la ley orgánica de cada servicio público, sin perjuicio de que en algunos casos se halle fijado por la CPR, y se explicita en las funciones asignadas a cada uno de ellos. Ha de recordarse que por mandato del artículo 65, inciso 4°, numeral 2°, la creación, modificación o supresión de los servicios públicos, así como la determinación de sus funciones son materia de ley de iniciativa del Presidente de la República. Así, por ejemplo, el artículo 87 atribuye a la Contraloría General de la República el control de la Administración, especificando enseguida diversas funciones en el campo financiero y contable, en tanto es la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos o del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que determina cuáles son los campos jurídicos de sus respectivas actuaciones.  

El grado es el nivel jerárquico autorizado para decidir un asunto, derivándolo de la estructura interna de cada organismo: Director Nacional, Subdirector Nacional, Directores Regionales, directivos internos: Jefes de División o de Departamento, que son las estructuras que predetermina para los servicios Ministerios y servicios públicos la LOCBGAE, partiendo de la base de que en principio la autoridad llamada a pronunciarse sobre el tema de que se trate es el jefe superior de servicio, sin perjuicio de que pueda haber operado al interior de ese órgano la delegación o la desconcentración de atribuciones, en cuyo caso habrá de recurrirse ante la autoridad delegado o desconcentrada.

El territorio es el espacio físico en que el órgano administrativo se encuentra habilitado para actuar: por ejemplo, ratione territorio las municipalidades sólo pueden hacerlo ejercer sus atribuciones dentro de  la respectiva comuna o agrupación de comunas que la ley les  haya fijado como territorio propio, lo que implica, por lo tanto, que un vehículo municipal no puede desplazarse a otras comunas sin autorización expresa que fundamente el por qué de su salida fuera del territorio jurisdiccional que debe respetar por naturaleza o que los comerciantes que tienen su negocio dentro de una comuna determinada deban obtener de la correspondiente municipalidad la patente comercial que les permite actuar en el tráfico jurídico.

El fin. Una de las grandes puntualizaciones alcanzadas por el Derecho Administrativo francés pos 1872, fue la consideración del fin como elemento de validez del acto administrativo, al clarificar a la desviación de fin o desviación de poder, el détournement du pouvoir, como una irregularidad de los actos administrativos que  vicia de nulidad un acto administrativo. 

Si la autoridad ejerce una atribución reconocida por la ley, sostuvo al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado, pero lo hace con un fin torcido, ajeno al mandato explícita o implícitamente contenido en la ley de atribución, esto es, si hace uso de una disposición legal para resolver un asunto de manera diferente a la prevista en la norma habilitante, se configura  una desviación de fin o de poder. Fue el caso, v.gr., de un decreto prefectoral que ordenó la clausura de un establecimiento fabril basado en incumplimientos a las normas de salubridad pública, para impedirle a sus dueños el acceso a una indemnización que en caso contrario favorecía a su propietario 
,  o el del decreto alcaldicio que prohibió el estacionamiento de los comerciantes ambulantes en una avenida colindante con el mar, basado en consideraciones de fluidez del movimiento de vehículos e invocando la Ley del Tránsito, en circunstancias que el real motivo que ocasionaba su dictación era favorecer al comercio de la ciudad, que contribuía generosamente durante el año para mejorar la infraestructura de la comuna y que se vería perjudicada por esos comerciantes. 
En Chile no existe norma expresa que exija respetar la finalidad del acto por parte de la autoridad administrativa, pero sí concurren dos antecedentes que permiten afirmar su exigibilidad y la procedencia de anular un acto administrativo por falta de motivos o causas reales y efectivos.

El primero se dio en la CENC. Inicialmente, al analizar los Bases de la Institucionalidad, los miembros de la Comisión, en efecto, plantearon su interés en que este precepto impusiera a las autoridades públicas el deber de actuar de buena fe, sensibilizados por los hechos ocurridos durante el Gobierno del Presidente Salvador Allende, quién, a juicio de un sector de la ciudadanía, había abusado de las facultades de intervención económica que la legislación de 1932 otorgaba a la Administración, al transformarla, de un potestad de coyuntura económica, en un instrumento normal de actuación, requisando y expropiando establecimientos industriales y comerciales, en circunstancias, se dijo,  que ellas se habían establecido sólo para afrontar casos extraordinarios. 

La Comisión pensaba que debía evitarse la repetición de este modo de gobernar, por lo que postuló inicialmente establecer una norma que obligara a los Gobiernos a actuar de buena fe, impidiendo el abuso de poder y la desviación de fin. La idea era que las facultades administrativas no pudieran emplearse sino para el fin para el cual se habían establecido específicamente  por el legislador. 
Si bien la sugerencia se rechazó en definitiva por razones de técnica jurídica: no hay Constitución en el mundo que establezca una norma de este contenido, se dijo; la buena fe se presume, se agregó, la Comisión dejó constancia que la idea estaba virtualmente contenida en el  artículo 1º, inciso 4º, de modo que bastaría su concreción por el legislador para viabilizar a la desviación de poder o de fin como vicio de nulidad de los actos administrativos. Al consignar ese precepto, se manifestó, que el Estado está al servicio de la persona humana y que su finalidad es contribuir al bien común, todo acto que inobservara esta finalidad o la contraviniera persiguiendo un objetivo diferente del allí consagrado incurriría en desviación de poder o de fin.


El segundo antecedente que ilustra el fin como exigencia de la actuación administrativa se produjo en 1983, en la Comisión de Estudio de las Leyes Orgánicas Constitucionales, a propósito del proyecto de Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, pues el Informe respectivo dejó constancia, en relación al actual artículo 2º del DFL N° 1-19.653, de 2000, y según el cuál “Los órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y a las leyes. Deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones  que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Todo abuso  o exceso en el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y  recursos correspondientes”, que dentro de la expresión “abuso o exceso de poder” quedaba explícitamente comprendido el vicio de desviación de fin. 

La forma. Según el inciso 1° del artículo 7° de la CPR, “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.”

La palabra forma, en el campo del Derecho público, manifiesta dos ideas: la primera, aludir con ella a la forma-procedimiento, o sea, al conjunto de actos trámite que articula un cauce formal de producción de un acto jurídico; la segunda, con ella la voz forma se refiere a la forma-documentación de un acto, la externalidad con que él se presenta hacia sus destinatarios.
El procedimiento, en el Derecho Administrativo, puede ser procedimiento de formación de un acto administrativo, procedimiento de impugnación de un acto administrativo, llamado impugnatorio o recursivo, y procedimiento de ejecución del acto administrativo definitivo, o procedimiento simplemente ejecutivo. La forma- procedimiento, en su primera acepción, abarca, pues, estos tres tipos de procedimiento administrativo.

Externamente, el acto administrativo se presenta como un decreto o una resolución, esto es, como un decreto supremo o como una decisión tomada por una autoridad del orden administrativo distinta del Presidente de la República. En este sentido, se habla del decreto en su forma, atendiendo a cómo aparece documentada la voluntad administrativa. Tanto el decreto como la resolución, por efecto de una antiquísima tradición republicana, se estructuran en un encabezamiento, una parte expositiva, una parte decisoria y termina con las órdenes de tramitación y las firmas que correspondan. En su parte superior izquierda, contiene, impresa, la indicación del órgano emisor del acto.
3. Sanción por inobservancia de los elementos constitutivos de la autoridad

Sobre la base de lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 7° de la Constitución, todo acto que se aparte de las exigencias prescritas por este artículo acarrea su nulidad.

En los términos aceptados por la ley y la jurisprudencia nacionales, autoriza entonces a su invalidación o a su declaración de nulidad.

Invalidación, extinción por razón de ilegalidad dispuesta por la autoridad administrativa. La invalidación está regulada en la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos.

La nulidad, extinción resuelta por un tribunal de justicia. 

Ello, a menos que se trate de un vicio obvio, que autorice el mero desconocimiento del acto, como ocurriría con un particular que instale su escritorio en un lugar de uso público, proclame su carácter de alcalde la municipalidad de la comuna elegido por los Centros de Madres y proceda a expedir Patente del Alcoholes a quién se lo solicite. Parece obvio que en este supuesto se configura una simple inexistencia que puede ser constatada por cualquier ciudadano e incluso debiera ser impedida por la autoridad competente, cuando no denunciada a Carabineros de Chile o al Ministerio Público.
 Si los órganos administrativos actúan careciendo de una investidura regular y previa, o fuera de su competencia (atribuciones, materia, grado, territorio), el acto adolece de un vicio de ilegalidad que autoriza declarar su nulidad. 

Con todo, en el Derecho comparado se ha reconocido la procedencia habilitatoria del funcionario de hecho. Funcionario de hecho es la persona que ejerce públicamente autoridad, careciendo de título constitucional o legal para hacerlo.
Menciónase así, en la historia del Derecho, el antecedente de Barbario Filipo, cónsul de Roma, que ejerció brillantemente como tal siendo liberto, no obstante que este estado civil le impedía acceder a esas funciones. Su desempeño sin embargo fue reconocido como regular, basado en el adagio de que el error común hace derecho.
Por mala aplicación de normas administrativas, tratándose de lugares apartados o en períodos de fuerte convulsión social, como ocurrió en las dos pos guerras mundiales, por ejemplo, no es infrecuente, en el hecho no lo fue, que se produzcan y ocasionen casos de esta naturaleza, en que una persona actúa como autoridad ante terceros, sin reunir los requisitos que perfeccionan su calidad de tal.

La doctrina acepta estos desempeños basándose en dos principios. El de la buena fe de quien actúa de hecho de esta manera, que justifica su actuación lícita, y el de justa causa de error, frente a terceros, pues las personas que acuden ante esa autoridad que presenta todas las apariencias de serlo,  no pueden ser defraudadas en la confianza pública que han depositado en quien, para ellos, es autoridad. Concurriendo ambos requisitos, la doctrina valida las actuaciones y la percepción de remuneraciones por parte del funcionario.

Así ocurrió en Chile en el caso de los médicos españoles de la Junta de Beneficencia que pasaron a desempeñarse en el ex Servicio Nacional de Salud, al crearse este Servicio en 1950. Al presentar su expediente de jubilación, pudo comprobarse que carecían de la nacionalidad chilena, un requisito estatutario indispensable para incorporarse a la planta de la Administración chilena. Pese a esta anomalía ellos lo habían hehco y habían ejercido plena y normalmente sus funciones durante veinte años o más en ese Servicio Nacional de Salud. En definitiva la Contraloría General cursó los decretos de jubilación, basada justamente en la teoría del funcionario de hecho, por concurrir las dos exigencias que en doctrina la hacen procedente.

En la actualidad el organismo contralor hace una aplicación parcial de esta teoría, a propósito del artículo 16, inciso 2°, del Estatuto Administrativo. Esta disposición autoriza retener las remuneraciones percibidas por una persona y valida lo actuado por ella en calidad de empleado público, pese a no ser funcionario de derecho, cuando una persona, por razones impostergables de buen servicio, es designada por la autoridad competente con asunción inmediata de funciones, y con posterioridad, una vez enviada a tramitación la resolución de nombramiento, se devuelve sin tramitar por el órgano de control. Esa objeción de legalidad impide por supuesto a la persona designada continuar ejerciendo el empleo que había asumido con anterioridad y la ley dispone su dejación a contar del 1° del mes siguiente a la fecha de notificación de la devolución de su acto de designación  por parte de la Contraloría General de la República.

En estos supuestos, dice el artículo 16 del Estatuto Administrativo, las actuaciones del interesado serán válidas y darán derecho a percibir la remuneración que corresponda.

Los dictámenes de la Contraloría General consideran este caso como representativo del funcionario de hecho en nuestra legislación.
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� Arrêt Pariste, de 1875.
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